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Edgar Leandro Tangarife Otálvaro vs. AVZ Consultores S.A.S. y otra  Rad. 66594-31-89-001-2016-00206-01
Edgar Leandro Tangarife Otálvaro vs. AVZ Consultores S.A.S. y otra  Rad. 66594-31-89-001-2016-00206-01

Providencia:                              
Sentencia de 31 de enero de 2018
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Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


Edgar Leandro Tangarife Otálvaro
Demandados:


Sociedad AVZ Consultores S.A.S. y 

Sociedad Minera de Quinchía S.A.S.
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
             Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía .
Tema:



SOLIDARIDAD DE LOS CONTRATISTAS INDEPENDIENTES / MINERA / NIEGA / CONFIRMA – (…) demandó laboralmente a la sociedad AVZ Consultores S.A.S. para que previa declaración de la existencia de un contrato de trabajo que los vinculó entre el 01 de marzo de 2011 y el 7 de octubre de 2014, se condenara a dicha sociedad al pago de horas extras, vacaciones, prestaciones sociales, indemnización por despido injusto y sanción moratoria con costas a su favor. Y para el cumplimiento de las obligaciones vinculó solidariamente a la sociedad Minera Quinchía S.A.S. al considerar que “para el desarrollo del objeto social de la una es necesario el servicio de la otra” y en sus contratos laborales “se expresa claramente que la prestación del servicio debía tener una disponibilidad total para lo que la Empresa Minera Quinchía S.A. requiriera”.
(…)
Señala el artículo 34 del C.S.T. que son contratistas independientes, y por tanto, verdaderos patronos y no representantes ni intermediarios, las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo todos los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva.

Ahora bien, respecto al cumplimiento de las obligaciones laborales de los trabajadores que para la realización de las obras o de los servicios contratados vincule el contratista independiente, el mismo artículo consagra en favor de estos el privilegio de la solidaridad a cargo del beneficiario de aquellos, a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio.

(…)

Independientemente de que el tema de seguridad en el municipio de Quinchía deba ser necesariamente tenido en cuenta para el desarrollo de actividades económicas como la desplegada por la sociedad minera, lo cierto es que, esa necesidad de la actividad requerida y desplegada en este caso por el actor en nombre de AVZ Consultores S.A.S., no es suficiente para estructurar la solidaridad pues, para el efecto, en la concepción de la Corte,  lo que debe concretarse es que la labor desempeñada por el trabajador, constituía una función normalmente desarrollada por la sociedad contratante, directamente vinculada con la explotación de su objeto económico. 

En este sentido, no cabe duda que ninguna relación directa guardan la explotación minera, con la seguridad y vigilancia que le brindaba AVZ Consultores S.A.S. a Minera Quinchía S.A.S. por intermedio del actor. Se trata de 2 objetos sociales totalmente diferentes, resultando perfectamente posible realizar el primero sin el acompañamiento del segundo. Cosa distinta es que por razones de orden público o de seguridad de las personas o de las cosas, resulte conveniente contar con asesoría y acompañamiento especializado para minimizar este riesgo específico, que en cualquier caso resulta ajeno a la actividad central de la actividad minera. 

Parafraseando a la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en su sentencia 14993 del año 2000, previamente transcrita, habría que decir: “Está establecido que el objeto social de Minera Quinchía S.A.S. no es el suministro de servicios de seguridad para personas o cosas, sino una actividad que tiene que ver con la explotación y comercialización de productos mineros, mientras que el bien prometido por AVZ Consultores S.A.S., es el suministro del servicio de Asesoría y consultoría en el tema de Seguridad. Por ello la solidaridad que contempla el artículo 34 del C.S.T. está descartada”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, treinta y uno de enero de dos mil dieciocho, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral No. 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor EDGAR LEANDRO TANGARIFE OTÁLVARO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía Risaralda el 21 de junio de 2017, dentro del proceso que él promueve contra las sociedades AVZ Consultores S.A.S. y Minera Quinchía S.A.S., cuya radicación corresponde al Nº 66594-31-89-001-2016-00206-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Para lo que interesa resolver en este proceso en vista del principio de consonancia basta señalar que el señor Edgar Leandro Tangarife Otálvaro demandó laboralmente a la sociedad AVZ Consultores S.A.S. para que previa declaración de la existencia de un contrato de trabajo que los vinculó entre el 01 de marzo de 2011 y el 7 de octubre de 2014, se condenara a dicha sociedad al pago de horas extras, vacaciones, prestaciones sociales, indemnización por despido injusto y sanción moratoria con costas a su favor. Y para el cumplimiento de las obligaciones vinculó solidariamente a la sociedad Minera Quinchía S.A.S. al considerar que “para el desarrollo del objeto social de la una es necesario el servicio de la otra” y en sus contratos laborales “se expresa claramente que la prestación del servicio debía tener una disponibilidad total para lo que la Empresa Minera Quinchía S.A. requiriera”.

Las demandadas contestaron la demanda oponiéndose a las pretensiones y específicamente, en lo que concierne a la solidaridad, la Empresa Minera Quinchía S.A.S. sostuvo que no se configuraba por cuanto las labores desarrolladas por AVZ Consultores S.A.S.  difieren de las suyas, dado que los objetos sociales de ambas sociedades son totalmente disímiles, pues incluso por ley –artículo 2 y 3 del decreto 356 de 1994- tiene prohibido cumplir directamente las labores de vigilancia que AVZ Consultores S.A.S. le prestó; de allí que al ser la actividad contratada, totalmente ajena al giro ordinario de las suyas, de ninguna manera puede hablarse de solidaridad. Entre otras propusieron las excepciones de prescripción y la de inexistencia de responsabilidad solidaria.
El juzgado declaró probada la existencia de una relación laboral entre el actor y AVZ Consultores S.A.S. desde el 1 de marzo de 2011 hasta el 7 de octubre de 2014 regida por dos contratos: Uno desde 1 de marzo de 2011 hasta el 6 de febrero de 2014 y otro desde 7 de febrero de 2014 hasta 7 de octubre de 2014, por lo que luego de declarar parcialmente probada la excepción de prescripción, la condenó al pago de prestaciones sociales, vacaciones, horas extras, devolución de aportes a la seguridad social y ajuste a liquidación, todo por un total de $28.643.627 con costas a su cargo. La absolvió de las indemnizaciones por despido injusto y moratoria. 
En lo que verdaderamente interesa al recurso, declaró probada la excepción de Inexistencia de responsabilidad solidaria frente a Minera Quinchía S.A.S. aduciendo para el efecto que el objeto social de las dos sociedades son totalmente diferentes y la actividad desempeñada por el actor corresponde solo al giro de los negocios de AVZ Consultores S.A.S. sin que pueda decirse que dadas las condiciones de orden público de la zona las actividades de vigilancia y seguridad resulten básicas para cualquier emprendimiento que quiera hacerse, por cuanto es un hecho notorio que desde hace varios años no hay brotes de guerrilla en el municipio, hasta el punto que la sociedad Minera Quinchía S.A.S. después de la terminación del contrato de vigilancia que tuvo con AVZ Consultores S.A.S. pudo seguir con el desarrollo de su objeto social sin necesidad de contratar nuevamente este servicio. En cuanto a las órdenes que esporádicamente daba el personal de la Minera al actor, consideró que se trataba de simples sucesos de coordinación de actividades debido precisamente a la ausencia de coordinadores en el terreno en un momento específico. Puntualizó que el servicio de vigilancia no es indispensable para la explotación minera como si lo es la utilización de maquinarias específicas.
AVZ Consultores S.A.S. estuvo de acuerdo con su condena pues no impugnó la decisión. El único inconforme fue el demandante quien apeló exclusivamente en lo que respecta a la negativa a declarar la solidaridad en el pago de las condenas impuestas a la sociedad Minera Quinchía S.A.S. al considerar que la parte final del texto que consagra su objeto social es lo suficientemente amplio para involucrar actividades tales como la vigilancia, sin que de paso resulte cierto que la misma no se requiere en el municipio de Quinchía o que la sociedad no continuó requiriendo tal servicio. Siendo necesario aplicar a este aspecto el principio de la primacía de la realidad. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Debe imponerse responsabilidad solidaria a la sociedad Minera Quinchía S.A.S. para el pago de las condenas que se profirieron contra la sociedad AVZ Consultores S.A.S.?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. SOLIDARIDAD DE LOS BENEFICIARIOS DE LAS OBRAS O LABORES CONTRATADAS PARA EL PAGO DE LAS OBLIGACIONES LABORALES DE LOS CONTRATISTAS INDEPENDIENTES.

Señala el artículo 34 del C.S.T. que son contratistas independientes, y por tanto, verdaderos patronos y no representantes ni intermediarios, las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo todos los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva.
Ahora bien, respecto al cumplimiento de las obligaciones laborales de los trabajadores que para la realización de las obras o de los servicios contratados vincule el contratista independiente, el mismo artículo consagra en favor de estos el privilegio de la solidaridad a cargo del beneficiario de aquellos, a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio.

Para ilustrar lo que la salvedad de la norma significa, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia radicada con el No. 39050 de 6 de marzo de 2013, dijo:

“Ha dicho la Corte Suprema de Justicia que para que la solidaridad se dé, a más de que la actividad desarrollada por el contratista independiente cubra una necesidad propia del beneficiario, se requiere que ella cubra una función normalmente desarrollada por él, directamente vinculada con la explotación de su objeto económico. Igualmente tiene adoctrinado la Sala que para su determinación se puede tener en cuenta la actividad específica desarrollada por el trabajador y no solo el objeto social del contratista y el beneficiario de la obra”.

Y concretamente, en un asunto que involucraba una empresa que había contratado servicios de vigilancia externa para el desarrollo de sus actividades, respecto a la conclusión del Tribunal en ese caso que consideró que no se presenta similitud de objetos que permita hacer la declaración de solidaridad prevista en el artículo 34 del C.S.T., pues las actividades normales del beneficiario difieren de las del contratista, la Sala de casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia de 30 de noviembre del año 2000 radicada con el No. 14993, dejó dicho:

“El artículo 34 igualmente dispone que el beneficiario del trabajo o dueño de la obra es responsable solidario de las obligaciones laborales del contratista, a menos que las labores que esos trabajadores ejecuten sean extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio.

Cuando se da la solidaridad entre el contratista y el contratante, es porque ella se impone como una necesaria consecuencia de la afinidad de empresa o de objeto social, previsión que puede considerarse destinada a garantizar a los trabajadores la satisfacción de sus derechos.

El Tribunal no encontró demostrado que Colmotores, como empresa contratante de Naser Ltda, estuviera obligada para con el actor, en los términos del reseñado artículo 34 del C.S.T., aun cuando admitió que el representante legal de esta última sociedad aceptó en el interrogatorio de parte que absolvió, que Naser contrató los servicios del actor a instancias de Colmotores, y lo confirmó con el documento del folio 10. Pero descartó la solidaridad por no existir una prueba que acreditara “… la relación existente entre las dos empresas…”; y agregó que, en el evento en que entre ellas se hubiere dado un acuerdo para el suministro de personal de seguridad, la solidaridad no podría darse por tener ellas diferente actividad social…”
(…)

La solución de este primer aspecto de la acusación está en el artículo 34 del C.S.T.. Para la Corte lo que determina que el Beneficiario o dueño de la obra asuma responsabilidad frente a los trabajadores del contratista por vía de solidaridad, es la relación existente entre la actividad que desarrolle ese beneficiario o dueño de la obra y la que ejecute el contratista por medio de sus trabajadores. Está establecido que el objeto social de Colmotores no es el suministro de servicios de seguridad para personas o cosas, sino una actividad que tiene que ver con el mercado de automotores, mientras que el bien prometido por Naser Ltda, es el suministro del servicio de Seguridad. Por ello la solidaridad que contempla el artículo 34 del C.S.T. está descartada.

La circunstancia de que Colmotores cuente con una dependencia orientada al mismo servicio de Seguridad no hace imperativa la solidaridad alegada pues lo que importa es la afinidad entre las labores que desarrolla el contratante y las que ejecuta el contrtista.”
EL CASO CONCRETO
En desarrollo del principio de consonancia previsto en el articulo 66A del C.P.T.S.S. el único punto que corresponde definir a la Sala es el concerniente a la solidaridad que pide declarar el demandante.

Respecto a los argumentos del recurrente, que básicamente se resumen a que en el certificado de Cámara de Comercio se observa en la parte final del objeto de la sociedad Minera Quinchía S.A.S., cabe la actividad de vigilancia puesto que allí se prevé que en desarrollo de este “podrá llevar a cabo, en general, todas las operaciones, de cualquier naturaleza que ellas fueren, relacionadas directa o indirectamente con el objeto mencionado, así como cualesquiera actividades similares, conexas o complementarias o que permitan facilitar o desarrollar el comercio o la industria de la sociedad, tales como participar en ofertas públicas o privadas, adquirir, a cualquier título, todo tipo de propiedad mueble o inmueble, tomar o dar en arrendamiento o a cualquier título precario propiedad mueble o inmueble, participar como accionista, socio  o asociado, separarse o fusionarse con cualquier otra compañía, etc…”,  debe hacerse notar que esta manifestación inicial de generalidad de las actividades, no tiene el alcance de abarcar cualquier función que pueda realizarse para el adelantamiento de las labores, sino el de señalar la posibilidad de realizar diferentes actos de comercio que puedan requerirse en el día a día de la actividad que la sociedad se proponga adelantar, tal como se puede concluir de la lista enunciativa que de estos se hace, como atrás quedó dicho.
Ahora bien, siguiendo el derrotero que trazan sobre el tema de la solidaridad las sentencias de la Sala de Casación Laboral de la Corte, previamente citadas, lo que corresponde verificar es si, la actividad que desplegó el señor Edgar Leandro Tangarife Otálvaro no sólo cubría una necesidad propia de la sociedad Minera Qunchía S.A.S., sino que con ella se cumplía una función normalmente desarrollada por dicha sociedad, directamente vinculada con la explotación de su objeto económico. Sobre el punto se tiene que según los contratos de prestación de servicios y de trabajo que aparecen en el expediente (fls 3 a 20), las labores que el demandante se obligaba a desempeñar eran relativas a la seguridad y vigilancia sin armas en el municipio de Quinchía y que su contratante y empleador  fue AVZ Consultores S.A.S. quien a su vez suscribió con Minera Quinchía S.A.S. contratos de prestación de servicios de seguridad y manejo de riesgos desde el 8 de febrero de 2010 hasta el 23 de septiembre de 2014, según se ve a fls 66 a 137.
De conformidad con el certificado de Cámara de Comercio obrante a fls. 61 a 65, el objeto social principal de Minera Quinchía S.A.S. es “la prospección, exploración y explotación de minas y de productos mineros: el procesamiento, transporte y la comercialización de los productos y subproductos mineros en Colombia y en el exterior, así como llevar a cabo cualquier actividad relacionada con su objeto y, en general, llevar a cabo todos los actos y contratos que se puedan considerar necesarios o convenientes, así como todas las operaciones relacionadas o complementarias para alcanzar tales objetivos”.

Como puede extraerse fácilmente la sociedad tiene como objeto central la explotación, procesamiento, transporte y comercialización de productos y subproductos mineros. 

A su vez, el objeto social de AVZ Consultores S.A.S. consiste en “la prestación de servicios en el país o en el exterior de asesorías y consultorías en las siguientes actividades: Investigación, seguridad y soporte logístico necesario afín a la seguridad.”
Independientemente de que el tema de seguridad en el municipio de Quinchía deba ser necesariamente tenido en cuenta para el desarrollo de actividades económicas como la desplegada por la sociedad minera, lo cierto es que, esa necesidad de la actividad requerida y desplegada en este caso por el actor en nombre de AVZ Consultores S.A.S., no es suficiente para estructurar la solidaridad pues, para el efecto, en la concepción de la Corte,  lo que debe concretarse es que la labor desempeñada por el trabajador, constituía una función normalmente desarrollada por la sociedad contratante, directamente vinculada con la explotación de su objeto económico. 
En este sentido, no cabe duda que ninguna relación directa guardan la explotación minera, con la seguridad y vigilancia que le brindaba AVZ Consultores S.A.S. a Minera Quinchía S.A.S. por intermedio del actor. Se trata de 2 objetos sociales totalmente diferentes, resultando perfectamente posible realizar el primero sin el acompañamiento del segundo. Cosa distinta es que por razones de orden público o de seguridad de las personas o de las cosas, resulte conveniente contar con asesoría y acompañamiento especializado para minimizar este riesgo específico, que en cualquier caso resulta ajeno a la actividad central de la actividad minera. 
Parafraseando a la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en su sentencia 14993 del año 2000, previamente transcrita, habría que decir: “Está establecido que el objeto social de Minera Quinchía S.A.S. no es el suministro de servicios de seguridad para personas o cosas, sino una actividad que tiene que ver con la explotación y comercialización de productos mineros, mientras que el bien prometido por AVZ Consultores S.A.S., es el suministro del servicio de Asesoría y consultoría en el tema de Seguridad. Por ello la solidaridad que contempla el artículo 34 del C.S.T. está descartada”.
Por la claridad del asunto, sin necesidad de más disquisiciones, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía el día 21 de junio de 2017. 

Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No. 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte recurrente en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
                                                                                                        Magistrada          
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